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			A mi mujer Isabel y a mi hijo Alfonso, que están a mi lado  
en estos tiempos procelosos, para que conozcan la verdad de lo sucedido 




			



			




	    


	 	

	    

            



			Miré los muros de la Patria mía, 
si un tiempo fuertes, ya desmoronados... 
entré en mi casa y vi que era despojos... 
y no hallé cosa en que poner los ojos. 




			



			 




			«Miré los muros», 
FRANCISCO DE QUEVEDO 




			



			




	    


	 	

	    

            



			 




			
Prólogo 




			



			 




			Conocí a Roberto Centeno de una manera que —los más— calificarían de casual y yo me inclino por considerar providencial. Ojeando un día las páginas de un periódico de tirada nacional, tropecé con un artículo de economía que leí con verdadera satisfacción. Su contenido exacto se me ha ido de la memoria, pero me consta que me sorprendió la manera en que el autor, sin pelos en la lengua, deshacía, de  forma contundente y documentada, uno de los  muchos mitos que durante dos mandatos se ha dedicado a propalar el Gobierno presidido por ZP. Para remate, según indicaba el texto, el autor era catedrático universitario e imagino que el hecho de encontrarme con un docente de nuestra malhadada enseñanza superior que sabía de sobra de lo que hablaba, que lo exponía con claridad y que, por añadidura, no tenía miedo a enfrentarse con el poder me conmovió.  O el personaje no existía y era una broma de la redacción del periódico o, en caso de que fuera real, se trataba, sin duda, de un mirlo blanco.  




			Para descubrir si, efectivamente, aquel sujeto desconocido para mí era como a mí me daba la impresión o, por el contrario, se trataba de un toque de flauta excelente, pero brotado de la casualidad, como en el caso del conocido asno, lo invité al programa que yo dirigía a la sazón. Recuerdo que lo estuve entrevistando por espacio de unos tres cuartos de hora y que aquella noche Roberto Centeno superó mis expectativas más optimistas. Era, como se desprendía del artículo, una persona que sabía de lo que hablaba y que, por añadidura, se expresaba de manera comprensible, coherente y sólida. Pero, para colmo, a todo ello sumaba un denuedo propio del legionario de la famosísima canción. Ahora no cabía duda. Roberto Centeno era un fuera de serie, e inmediatamente le ofrecí que se incorporara a la tertulia económica de mi programa. A fin de cuentas, reunía lo que yo siempre he buscado en los contertulios de los programas que he dirigido: que conozcan muy bien el tema, que lo expongan para que lo entienda cualquiera que pase por la calle y que no estén enfeudados a ningún partido, sindicato o iglesia, independientemente de cuáles puedan ser sus simpatías ideológicas o sus creencias religiosas.  




			A pesar de que era un recién llegado, de que el programa llevaba años disfrutando de un notable éxito de audiencia —nunca antes de que yo asumiera la dirección tuvo tanto y mucho menos nunca después, ya que en los últimos años ha perdido más del cincuenta por ciento de los oyentes— y de que los economistas que participaban en él eran extraordinarios, Roberto Centeno apenas necesitó unas pocas semanas para convertirse en un personaje extraordinariamente popular. Al gran público le entusiasmaba aquel profesor duro como el pedernal y ocurrente como un bardo que dejaba las cosas más claras que el agua cristalina de los arroyuelos y que, sobre todo, le cantaba las verdades al lucero del alba, fuera éste el nefasto Solbes, la incompetente Salgado, el manirroto Gallardón o los siempre codiciosos nacionalistas.  




			Durante aquellos primeros años, Centeno chocó más de una vez con algún compañero de tertulia por sus posiciones, pero no recuerdo que el tiempo desmintiera jamás lo que propugnaba. A lo sumo, los oyentes de Centeno encontraron que sus apreciaciones tardaban en cumplirse un par de meses más de lo preconizado. No puede extrañar que cuando, finalmente, aquella cadena en la que yo dirigía el programa de la noche decidió prescindir de la independencia mediática y optar por una programación más deportiva, yo ofreciera a Roberto Centeno que continuara siendo contertulio de economía en «La noche de César» y que él aceptara. Ambos sabíamos que comenzábamos de cero, pero también cuál era el valor seguro y el que no iba a dejar de perder enteros.  




			Ahora, a dos años de distancia, me pide Roberto Centeno que prologue este libro suyo en el que aborda el desastre económico en que se encuentra sumida nuestra nación y las razones para llegar a donde  hemos  terminado  desgraciadamente  recalando.  Siempre  he entendido que el prólogo lo escribe alguien que sabe, si no más, al menos tanto como el prologado, y no es necesario que insista en que resulta obvio que ése no es mi caso.  A decir verdad, mi conocimiento de la disciplina económica se limita a haber obtenido las máximas calificaciones en las asignaturas de Derecho dedicadas a la misma, a haber leído a los clásicos y a escuchar a especialistas como el propio Centeno. No paso, pues, de ser un aficionado. Vaya pues por delante que he aceptado la misión —que sé que debía haber declinado— fundamentalmente por imperativo de amistad y de gratitud.  




			Plantea Centeno en las siguientes páginas una tesis que también han suscrito Alberto Recarte o Mikel Buesa, la de que nuestra crisis económica no es la causa de la mala situación política sino que, por el contrario, la más que criticable estructura de nuestro actual sistema político ha terminado por llevarnos a la crisis. Centeno dista mucho de comulgar con esos mitos sobre nuestra Transición que la presentan como una especie de octava maravilla política. No fue así y, de hecho, buena parte de nuestros problemas actuales —quizá los más graves— derivan directamente de no haber realizado las tareas entonces de la mejor manera. Sin duda, la Transición tuvo virtudes, como su carácter pacífico, su defensa de la reconciliación nacional o su paso de un régimen a otro sin sobresaltos. Sin embargo, todos esos aspectos vinieron acompañados por la constitución de una partitocracia que no responde, en realidad, ante los ciudadanos y por un poder otorgado a los partidos nacionalistas catalanes y vascos que se ha traducido en la erosión del sistema constitucional y en la ruina económica. Ciertamente, ZP —al que Centeno considera un verdadero traidor exactamente igual que, por ejemplo, ha afirmado en público Mikel Buesa— ha significado el paroxismo de esos pecados originales en actuaciones increíblemente dañinas, como el impulso al inconstitucional estatuto de Cataluña, la búsqueda de un pacto con ETA, la estúpida  política exterior  y, en general, la  incompetencia gravísima en temas de enorme trascendencia. Independientemente de lo que muchos puedan pensar, lo cierto es que el PSOE ha perpetrado la política más antisocial que cabía esperar multiplicando la cifra de desempleados, acabando con la solidaridad nacional, favoreciendo a oligarquías como la catalana, eximiendo a los más ricos de la carga impositiva que cae sobre las clases medias y seguramente dañando de manera irreversible el Estado del bienestar en áreas como la educación.  




			Todo este proceso degenerativo que ahora sufrimos, pero cuyas raíces son anteriores a los desastrosos años de gobierno de ZP, lo expone Centeno con su conocimiento sólido, su exposición impecable de argumentos y, de manera especial, su punch difícilmente igualable. Por añadidura, indica cómo podríamos salir de este abismo al que nos han arrastrado los políticos, los centros de poder y sus terminales mediáticas. Considero, por lo tanto, más que recomendable la lectura de este libro y, sobre todo, no me cabe duda de que los que se acerquen a sus páginas lo disfrutarán, porque en ellas encontrarán al mejor Centeno explayándose sin límite de tiempo. No quiero yo retrasarles ese deleite. Adelante.  




			



			 




			 CÉSAR VIDAL  
Madrid, septiembre de 2011 




			



	    


	 	

	    

            



			 




			
Introducción 




			



			 




			En septiembre de 2011, la situación económica de España era sencillamente crítica. En palabras del conocido gurú Nouriel Roubini, famoso por haber previsto la crisis del sistema financiero ya en 2006, «España se encuentra en el borde del abismo y con los pies colgando». Pero no sólo es la economía; el desastre al que nos ha llevado una casta política parasitaria, irresponsable y venal nacida en la Transición es también social, educativo y moral. El daño que estos irresponsables han infligido a nuestra gran nación es el mayor producido en tiempos de paz en toda nuestra larga Historia, y se necesitarán varias generaciones —un siglo según el profesor Velarde— para repararlo. 




			Los  nombres  de  los  responsables  del  hundimiento  final  son bien conocidos: Zapatero y Rubalcaba —el hombre que destruyó la enseñanza pública en nuestro país—, y Solbes y Fernández Ordóñez específicamente en lo económico. Pero las bases que lo hicieron posible comenzaron mucho antes, con la irresponsabilidad y la falta de sentido del Estado de los «padres» de la Transición, cuyo momento álgido, el «café para todos», fue una barbaridad histórica que daría paso a un modelo de Estado único en el mundo —económicamente inviable e intrínsecamente corrupto, en el que se inventarían diecisiete autonomías, contrarias en su mayoría a la realidad histórica y objetiva de España— y a una partitocracia totalitaria que impide la democracia tal como se la conoce en el mundo occidental y que se repartiría España como si fuera un solar. 




			Por ello hay que decir desde el principio que es inaceptable, es inmoral, es indigno que el mito de una «Transición modélica» se mantenga por más tiempo. Y aunque los desastrosos efectos de la misma son ya absolutamente evidentes y cada vez mayor el número de análisis y trabajos que desmontan esta gigantesca patraña, es hora ya de poner a cada uno en su sitio para que los responsables de este desatino respondan ante las nuevas generaciones y ante la Historia. Como me diría mi amigo Camilo José Cela: «Si los responsables de este desastre tuvieran vergüenza, se habrían pegado un tiro.» 




			En octubre de 1982, el Partido Socialista arrasaría en las elecciones generales, aniquilando literalmente a los irresponsables de UCD, que desaparecería para siempre, abriendo así grandes expectativas de un lado y grandes temores de otro. La etapa de Felipe González duraría más de trece años, y su partido mantendría la mayoría absoluta durante tres legislaturas, aunque para la cuarta tendría que pactar con los nacionalistas catalanes. A pesar de tan largo período y de las mayorías tan rotundas, que le darían un margen de maniobra inigualado, las grandes expectativas de los ciudadanos se demostrarían, como siempre ha ocurrido con el socialismo, absolutamente erróneas. 




			El inmenso caudal de esperanzas depositado en Felipe González se convirtió pronto en el culto al pelotazo; en la destrucción, que no la reconversión, de la industria; en errores estructurales tremendamente dañinos para la competitividad, como la moratoria nuclear; en la mayor concentración de renta y riqueza de la historia de España en manos de unos pocos amigos del poder; en unas diferencias salariales jamás alcanzadas; en una negociación desastrosa de la entrada en Europa, y, lo que es infinitamente peor, en cesiones tan disparatadas como innecesarias a las autonomías y los nacionalistas, y en la destrucción de la enseñanza pública a todos los niveles. 




			Sin embargo, las grandes empresas y las grandes fortunas, que habían temido la llegada del socialismo al poder, encontrarían en él un formidable aliado para enriquecerse como jamás habían soñado. González  les  entregaría  a  precio  de  saldo  los  grandes  monopolios energéticos propiedad del pueblo español (el mayor expolio de la historia industrial de España) y eximiría a las grandes fortunas del pago de la mayoría de los impuestos a través de la creación de las Sociedades de Inversión de Capital Variable (SICAV); al final de su mandato, dejaría la nación sumida en una profunda crisis económica y social. 




			Una crisis que abriría la puerta al cambio. Fue la hora de Aznar, que ganaría las elecciones generales en marzo de 1996. Todos sus esfuerzos iniciales se concentraron en cumplir los criterios de Maastricht para poder entrar en el euro, cuya creación había sido decidida unos meses antes en la reunión del Consejo Europeo en Madrid. Para ello, Aznar utilizaría a un hacendista mítico, Pepe Barea, que desde la Oficina Económica de Moncloa realizaría los recortes necesarios para equilibrar nuestra economía, de forma que a finales de 1997 España cumple todos los criterios y se convierte así en socio fundador del euro, algo que Solbes, último ministro de Hacienda de González, había declarado que era imposible. 




			Sin embargo, llevados de una ola de entusiasmo indescriptible, nadie se tomaría la molestia de analizar los pros y los contras de la entrada en el euro, y el tiempo ha demostrado que dicha entrada ha sido un error histórico. El euro, que puede ser una bendición para países con gobiernos responsables, ha sido un desastre para países con gobiernos insensatos, como desgraciadamente es nuestro caso. La entrada en el euro, como ha señalado acertadamente Alberto Recarte, significó para España el abandono de todas las reformas estructurales, la integración en una área económica en la que los tipos de interés eran cinco veces inferiores a los habituales, y la capacidad de endeudarse sin límite, que impulsaría el crecimiento, pero orientado esencialmente a las inversiones especulativas, y no a las productivas, a la vez que profundizaría una cultura del pelotazo y del gasto público sin límites. 




			Esta oleada de dinero barato y casi ilimitado, desastrosamente gestionado y peor utilizado, acabaría arruinando al país. Pero ya es tarde para dar marcha atrás. En un estudio publicado en septiembre de 2011 por el banco suizo UBS, se señala que el coste de la salida o expulsión del euro sería brutal: suspensión de pagos del Estado, cierre masivo de empresas, colapso del sistema financiero, paro salvaje... España perdería sólo en el primer año entre el 40 y el 50 por ciento del PIB, aunque el coste económico sería el menor de los problemas; las consecuencias sociales y políticas serían peores. Según el mencionado banco suizo, la Historia demuestra que estas situaciones llevan a graves revueltas sociales, lo que conduce inevitablemente a la instalación de un Gobierno militar o autoritario para contener o reprimir el desorden social, con el riesgo de producir una división interna o una guerra civil. 




			El supuesto modelo económico de Aznar-Rato del que frecuentemente se habla, y que como también nos recuerda Alberto Recarte fue sólo de Aznar, redujo el déficit público, reactivó la actividad económica e hizo descender el nivel de paro, pero no sentaría las bases para un crecimiento sostenido y estable, y al final de su mandato los desequilibrios económicos eran claramente insostenibles. Aznar renunciaría a presentarse a un tercer mandato y nombraría a Rajoy como sucesor, un procedimiento perfectamente antidemocrático. Y aunque todas las encuestas le daban como vencedor, los atentados del 11-M, los más sangrientos jamás cometidos en España y en Europa, cambiarían el sentido del voto de los españoles, y darían la presidencia a José Luis Rodríguez Zapatero, momento a partir del cual todo lo que podría salir mal saldría mal. 




			Zapatero nombraría a Pedro Solbes, cuya incompetencia había quedado ampliamente probada tanto como ministro de Hacienda de González, cuando dejaría quebrado al país, como en la UE como comisario de cuota nombrado por el PSOE. Ninguno de los dos haría absolutamente nada por enderezar los crecientes desequilibrios, antes al contrario, los acentuarían. Ambos veían cómo la economía crecía de día en día sin que ninguno supiera por qué, aunque Zapatero, un ignorante y un iletrado, creía que era por su mera presencia. 




			A mediados de 2006, la Inspección del Banco de España enviaría un demoledor informe a Solbes sobre la imposibilidad de continuar por ese camino, advirtiendo de los serios riesgos para la economía y el sistema financiero del endeudamiento masivo en que estaban incurriendo. Solbes no sólo no haría ningún caso, sino que además, en la primavera de 2007, cuando era evidente el inminente estallido de la burbuja inmobiliaria, hizo un llamamiento a que continuara el endeudamiento de familias y empresas, porque según este irresponsable no había ninguna burbuja y cuanto más se endeudaran las familias más ricas serían, ya que los activos que compraban, normalmente viviendas, sólo podían subir de precio. Si esto lo hubiera hecho en Estados Unidos, ahora mismo estaría en la cárcel. 




			Cuando en agosto de 2007 estalla la crisis financiera internacional, y siendo España el país más endeudado del planeta, Solbes y Miguel Ángel Fernández Ordóñez (MAFO), el gobernador del Banco de España nombrado por Zapatero, afirmarían con una desvergüenza y un cinismo absolutos que esa crisis no nos afectaba y que teníamos el sistema financiero más solvente del mundo, algo que todavía Zapatero repetiría solemnemente en 2009, cuando casi la mitad del mismo estaba quebrado. Antes de las elecciones de marzo de 2008, MAFO manipularía las cifras de crecimiento para que Zapatero pudiera afirmar que, mientras el resto del mundo se estaba hundiendo en una profunda crisis, España seguía creciendo y, en consecuencia, no existía ninguna crisis. 




			Sorprendentemente, una vez ganadas las elecciones, lo racional hubiera sido reconocer la crisis y haber empezado a actuar contra ella, pero siguieron manteniendo la ficción, y comenzaron financiar el insostenible gasto con déficits públicos crecientes, que en 2011 totalizaban un despilfarro de casi 500.000 millones de euros, o el 50 por ciento del PIB. Mucho peor aún, Zapatero derogaría todos los límites de endeudamiento de comunidades autónomas (CC. AA.) y ayuntamientos, algo que definitivamente nos llevaría a la ruina. El incremento del gasto y del endeudamiento de las administraciones territoriales sería exponencial y no sometido a control alguno; tanto, que a día de hoy son responsables del 80 por ciento del gasto público, mientras que el Estado ha quedado tan increíblemente mermado, que ya no hay dinero suficiente para financiar España. A efectos comparativos, en los Estados Federales, los gastos no centralizados son de media el 30 por ciento, casi la tercera parte que los nuestros. 




			El negacionismo fue tal que los razonamientos empleados por el inepto de Zapatero merecen ser conservados en la antología del disparate.  Después  de  acusarnos  de  catastrofistas  y  antipatriotas  a quienes advertíamos del desastre a finales del 2008, cuando la economía estaba cayendo en vertical y se destruían puestos de trabajo por cientos de miles, afirmaría: «Sabéis que el pesimismo no crea puestos de trabajo. Desde luego yo nunca me subiría a un barco en que el capitán tuviera dudas. Yo sólo me subo a un barco en que el capitán tenga plena confianza en cómo nos van a salir las cosas.» Pero ¿cómo un memo de este calibre ha podido llegar a ser nuestro presidente? ¿Es posible acaso decir una estupidez mayor? Y en 2009, ya en plena fase de hundimiento, afirmaría: «No estamos en una crisis económica, se podría decir que la economía española ha entrado en esta legislatura en la Champions League de la economía mundial.» Y la economía española estaba cayendo al 4 por ciento oficial y al 8 por ciento real. 




			Y también en 2009, con la mitad del sistema financiero quebrado, afirmaría: «Quizá España tenga el sistema financiero más sólido de  la  comunidad  internacional.»  Y  el  colmo  del  ridículo,  cuando nuestra  renta  per  cápita  venía  cayendo  desde  2006,  afirmaría  en Nueva York ante el asombro y el pitorreo generalizado de la prensa económica internacional: «Ya hemos superado a Italia en renta per cápita —lo que era falso— y pronto superaremos a Francia, lo que enfada mucho a mi amigo Sarkozy.» Sarkozy nunca ha sido su amigo, y desde siempre ha sentido un profundo desprecio por el personaje. 




			De esta manera, Zapatero negaría la crisis cuando el crecimiento se hundía y el paro crecía exponencialmente, y sólo en mayo de 2010, cuando los mercados se nos cerraron de golpe, reconocería la crisis, pero las medidas que adoptaría serían no sólo manifiestamente insuficientes, sino algunas, como el Plan E, una forma de tirar el dinero de los españoles por el fregadero. A día de hoy, la deuda bruta de España supera el 400 por ciento del PIB; la pública, el ciento por ciento sumando todo: deuda computable y no computable, deuda con proveedores, avales al sistema financiero que en su mayoría jamás serán devueltos, y estimación de la deuda territorial oculta, a la vista de lo encontrado con los cambios de gobierno. 




			El paro supera los seis millones, sumando a la EPA los dos grandes colectivos excluidos: parados «desencantados», aquellos que en la semana anterior a la encuesta no buscaron activamente un trabajo, entre 400.000 y 500.000, y que el INE clasifica como inactivos, y parados que la nueva metodología de encuesta califica de empleados a tiempo parcial, a mayor gloria de Zapatero, entre 500.000 y 600.000. El gasto público casi dobla los ingresos por cuarto año consecutivo, porque CC.AA. y ayuntamientos parece que no se han enterado de la crisis, y lo que es peor, la Seguridad Social ha entrado en una espiral de déficit insostenible: agosto ha sido terrorífico, con 138.800 afiliados menos. 




			La carga de intereses supera el 3,5 por ciento del PIB, incluyendo las administraciones territoriales, no hay financiación para empresas y familias, y el crecimiento es cada vez menor, 0,7 por ciento interanual oficial, y entre el –3 y el –4 por ciento, medido por indicadores independientes. Y mientras tanto, el empobrecimiento de las familias, que comenzaría hace dos años por primera vez desde los años cincuenta, llega al punto de que han agotado todas sus reservas. El ahorro en el primer trimestre 2011 ha caído al 4,4 por ciento de la renta disponible (9.240 millones) casi la mitad de hace un año, cantidad que ya es insuficiente para abordar el pago de las hipotecas (13.030 millones). 




			Durante julio de 2011, la prima de riesgo de España escalaría hasta los 400 puntos básicos —un nivel de intervención de haberse mantenido por encima del mismo durante unas semanas—, los mercados se cerrarían y siguen cerrados para la mayoría de bancos y empresas españolas. En la última semana del mes, España necesitaba urgentemente  un  rescate,  dado  que,  si  la  situación  se  prolongaba unas semanas, el colapso financiero era inevitable. A la vista de la situación, Merkel y Sarkozy autorizarían al BCE la compra masiva de deuda española, un rescate encubierto, lo que aliviaría de inmediato la presión de los mercados sobre la misma y haría bajar la prima de riesgo por debajo de los 300 puntos. Pero no sería gratis. La condición para recibir dicha ayuda era un techo constitucional, algo que luego quedaría en papel mojado. 




			Zapatero, Solbes y MAFO han arruinado a esta gran nación, sólo por ello deberían sentarse en el banquillo como en Islandia han sentado al primer ministro, mientras que el ministro de Economía y el gobernador del Banco de Islandia ya han sido condenados y están en la cárcel, porque algunos políticos incapaces o malvados no se pueden ir a su casa de rositas después del gigantesco daño que han causado. No sólo hay que echarles de sus poltronas, los tres deben ser procesados. 




			Y en el caso de Zapatero y de Rubalcaba, la situación es infinitamente peor. De una ETA  derrotada,  aislada política y mediáticamente en 2004, se ha pasado a que por primera vez en la historia del mundo civilizado se ha legalizado a una banda de asesinos, sin haber entregado las armas y sin haber renunciado a la lucha armada. Además, con los votos del Partido Socialista, Zapatero les entregaría el gobierno de una de las provincias más ricas de España, Guipúzcoa, y en un acto de suprema locura Zapatero ordenaría que se les diera acceso a las bases de datos de Hacienda, de forma que esta banda de asesinos tiene hoy acceso a los datos fiscales y personales de todos los españoles. Y después de las elecciones del 20-N, estos asesinos tendrán probablemente grupo propio en el Parlamento de España, a la que han jurado destruir. Se trata del mayor acto de presunta traición cometido en nuestro país desde hace más de mil años. 




			



			 




			Madrid, septiembre de 2011 




			



	    


	 	

	    

            



			 




			PRIMERA PARTE 
De la estafa de la Transición a la llegada de Zapatero 




			



	    


	 	

	    

            



			 


				CAPÍTULO 1




			
¿Cuándo se jodió España? 




			



			 




			Aunque muchos ciudadanos prefieran las falsas ilusiones a la realidad, España se desliza hacia un desastre económico y social sin precedentes, cuyo momento culminante será la quiebra directa o indirecta de las cuentas públicas, algo que en la práctica se produjo en agosto 2011, cuando nuestra prima de riesgo superó los 400 puntos, que es un nivel de quiebra, situación que sería salvada temporalmente por las compras masivas de deuda española por el Banco Central Europeo (BCE), a cambio de que se introdujera un límite de deuda en la Constitución. 




			En todo caso, a partir de ahora, con un endeudamiento total bruto del país superior en cuatro veces el PIB, un gasto de las administraciones públicas (AA. PP.) fuera de control y que casi dobla los ingresos, la renta de las familias cayendo y el paro subiendo, nos espera, en palabras del economista jefe de Bloomberg para Europa, «un largo valle de sombras», donde van a hacer agua todas las grandes conquistas sociales, que tanto esfuerzo, sudor y lágrimas han costado a varias generaciones de españoles, desde la clase media al sistema de pensiones, pasando por Sistema Nacional de Salud y las prestaciones a los parados, que ya han reconocido que son insostenibles. 




			Y al desguace educativo, social y moral de la sociedad que hoy vemos casi concluido, y la mayor ruina económica conocida en tiempos de paz, que afecta a las propias raíces de la generación de riqueza, se añade la aprobación de un Estatut que convierte a España en una colonia, y la ya mencionada legalización de una banda de asesinos. Todo esto es responsabilidad exclusiva de José Luis Rodríguez Zapatero, pero las bases que han hecho posible este desastre comenzaron mucho antes. 




			Y la pregunta entonces, parafraseando a Mario Vargas Llosa, es «¿Cuándo se jodió España?».1 El origen de todos nuestros males es claro e inequívoco: la irresponsabilidad y la falta de sentido de Estado de los «padres» de la Transición, cuyo momento álgido fue el «café para todos», daría paso a una barbaridad histórica, un modelo de Estado único en el mundo, económicamente inviable e intrínsecamente corrupto, en el que se inventarían diecisiete autonomías, contrarias en su mayoría a la realidad histórica y objetiva de España, y una partitocracia totalitaria que impide la democracia tal como se la conoce en el mundo occidental, somete al Ejecutivo el resto de poderes del Estado, e impone un sistema electoral no representativo de listas cerradas, que además prima a los partidos nacionalistas y separatistas, cuyos votos pueden llegar a contar hasta cinco veces más que los del resto de los españoles. 




			Por ello es inaceptable, es inmoral, es indigno que el mito de una «Transición modélica» se mantenga por más tiempo, y aunque cada día son más evidentes los desastrosos efectos de la misma, y cada vez mayor el número de análisis y trabajos que desmontan esta gigantesca patraña, ya es hora de poner a cada uno en su sitio, y que los responsables de este desatino respondan ante las nuevas generaciones y ante la Historia. 




			



			 




			Todo para el pueblo, pero sin el pueblo 




			



			 




			La  Transición  española,  que  tuvo  lugar  como  consecuencia  de  la muerte del general Franco, fue una oportunidad casi irrepetible para cambiar los destinos de España. Para los «historiadores» oficiales fue «el período en que España abandona el régimen autoritario2 del general Franco, y pasa a regirse por una Constitución que consagra un Estado Social, Democrático y de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político». Sin embargo, nada más lejos de la realidad: resulta casi imposible acumular tantas falsedades en tan poco espacio. 




			La intención de los padres de la Transición nunca fue dotar a los españoles de una democracia real, sino de un simulacro, una democracia tutelada por la nueva casta política autoproclamada, que iba a decidir todos los asuntos importantes para España y para los españoles en petit comité, que era lo que más les gustaba y lo único que sabían hacer los «revolucionarios de café» que decidieron nuestro destino. Todo para el pueblo, pero sin el pueblo, sería su verdadero lema; lo importante lo discutían y decidían los barones centristas  y  socialistas,  y  luego,  a  través  de  los  medios  que  controlaban absolutamente, nos lo imponían. ¿Cómo iban a saber los españoles, pobres ignorantes, lo que convenía España y a ellos? Las consecuencias serían desastrosas: todo sería lo contrario a lo proclamado. 




			



			 




			España no es un Estado social. Desde entonces, las diferencias entre ricos y pobres se han incrementado exponencialmente. La mayoría de la clase trabajadora —más de un 50 por ciento— vive en lo que en una sociedad industrializada se consideraría mínimo de supervivencia —lo que hoy denominamos «mileuristas»—, y la clase media, el mayor logro social del régimen de Franco, se encuentra en vías de desaparición, mientras una clase social muy alta, que ni siquiera paga impuestos, se enriquece en forma jamás vista en nuestra historia. En concreto, a principios de 2011, un 90 por ciento de las familias estaba perdiendo renta real, un 60 por ciento casi no podía llegar a fin de mes y un 23 por ciento estaba por debajo del umbral de la pobreza. El índice de miseria —paro más inflación— se había duplicado desde 2007. 




			Con la dictadura partitocrática se iba a producir la mayor diferencia de rentas y la mayor concentración de riqueza de la historia de España, por encima de la originada por la desamortización de Mendizábal en el siglo XIX, cuando se expropiaron los grandes latifundios de la Iglesia y se repartieron entre unos pocos, enviando a millones de campesinos que encontraban su sustento en esas tierras a la más absoluta miseria. Las diferencias salariales pasan de 1 a 50 en los años sesenta a 1 a 300 en el momento actual, y en cuanto a riqueza, el 10 por ciento más rico de la población posee el 60 por ciento de la riqueza de la nación, y el 1 por ciento más rico el 24 por ciento, casi el doble de la media europea. 




			España no es una democracia. Los ciudadanos no pueden elegir directamente a sus representantes como en el resto de países democráticos, sólo pueden elegir entre unas listas cerradas elaboradas por una nueva casta política parasitaria; la dictadura de Franco fue sustituida por una dictadura partitocrática coronada, incompetente y venal, llamada «monarquía parlamentaria», en la que más de mil diputados nacionales y provinciales a los que nadie ha votado manejan presupuestos enormes sin control alguno y nombran a dedo como empleados públicos a cientos de miles de personas en razón de parentesco, amistad o filiación política: una corrupción institucional y personal como jamás se había conocido en este país. 




			Una prueba reciente del poder de esa casta política es que mientras el movimiento de los «indignados» nacido en 2011 exigía a los principales partidos listas abiertas, circunscripciones únicas y escaños proporcionales al número de votos, socialistas y populares han introducido una modificación en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (LOREG) para boicotear a los nuevos partidos y a los que no tienen representación parlamentaria con obstáculos que para la mayoría resultarán insalvables. Esta modificación significa que necesitarán la firma, al menos, del 0,1 por ciento de los electores inscritos en el censo de la circunscripción electoral, y su efecto es tan brutal que 88 de los 98 partidos o coaliciones que presentaron listas en las elecciones generales de 2008 no podrán concurrir en futuros comicios. Es decir, socialistas y populares, con el apoyo de CiU y PNV, se burlan de los «indignados» y de los ciudadanos para blindarse e impedir aún más una verdadera democracia. 




			España no es un Estado de Derecho. Un país donde todas las instituciones destinadas a contrapesar el poder ejecutivo —fundamentalmente el poder judicial y sus más altas instancias— están controladas  por  el  poder  político  no  es  un  Estado  de  Derecho,  es  una democracia bolivariana, o si lo prefieren, una república bananera. 




			De hecho, los «valores superiores» como la libertad no existen en amplias zonas de España, porque o te matan o te marginan socialmente, y tienes que abandonar la tierra que te vio nacer, como han tenido que hacer 350.000 vascos —un número mayor que los votos obtenidos por el partido filoterrorista Bildu legalizado por Zapatero—, en el curso de la mayor limpieza étnica ocurrida en Europa desde la segunda guerra mundial, mientras se legaliza a una banda de asesinos, algo que no ha ocurrido jamás en el mundo civilizado. O como no poder estudiar en español, la lengua común, o no poder rotular en español, pero sí en francés, inglés o chino. Y en cuanto a la igualdad, no consigues un trabajo si no hablas la lengua local. La justicia, totalmente corrompida por el poder político, o el pluralismo político, es una patraña cuando sólo, salvo en territorio nacionalista, dos partidos ostentan el monopolio del mismo. 




			



			 




			Nunca quisieron la democracia real, todo se negociaría  bajo cuerda 




			



			 




			Adolfo Suárez, principal artífice de la Transición, decidió desde el principio y por razones tácticas establecer una democracia representativa limitada, basada en los partidos políticos, y con un sistema electoral impuesto unilateralmente, deformando las proporciones de participación en su propio beneficio, o al menos eso es lo que creía. Suárez sometió su Ley para la reforma política a referéndum, en el que sólo podía optarse por el «sí» o el «no». Como el «no» era, según la patraña difundida por la nueva casta política, la incertidumbre y el miedo a un nuevo enfrentamiento civil, sólo podía ganar el «sí», la «libertad sin ira», es decir, la demagogia en estado puro, porque el enfrentamiento civil no se hubiera producido en ningún caso. 




			Las  negociaciones  bajo  cuerda,  a  espaldas  de  los  ciudadanos, con unos y con otros, se convertirían en norma de conducta, llevarían a cesiones, ambigüedades y contradicciones de todo tipo, en las que en ningún momento se plantearía ni por unos ni por otros el interés de España y de los españoles. Sólo intereses cortoplacistas y las conveniencias partidistas de los protagonistas fueron tenidas en cuenta: todo para el pueblo, pero sin el pueblo, y como nosotros somos el pueblo, todo para la casta política y sin el pueblo. La falta de responsabilidad  y  de  patriotismo  de  los  protagonistas,  en  un  momento histórico trascendental, resulta sobrecogedora. 




			Así, las elecciones de junio de 1977, en las que ganó Unión de Centro Democrático (UCD), un partido de aluvión creado por Suárez, cuyo común denominador era la ambición ilimitada y provinciana de la mayoría de sus dirigentes, permitieron la creación de instituciones predemocráticas para repartirse España como si fuera un solar.  Y  con  una  irresponsabilidad  como  rara  vez  ha  sucedido  en nuestra historia, decidieron iniciar la fragmentación política y económica de una de las naciones más antiguas de Europa, concediendo la autonomía provisional «a las regiones cuyos diputados, constituidos en asamblea parlamentaria, así lo soliciten», es decir, a quien le viniera en gana. 




			La causa era el ansia de poder de los barones de UCD, de los socialistas —que después de cuarenta años de vacaciones, en las que no hicieron oposición alguna al franquismo, vieron aquí la oportunidad única de hacerse con un inmenso botín de riqueza y de poder, con el que nunca llegaron a soñar— y de los nacionalistas, por lo que todos apoyaron esta fragmentación de España con absoluto entusiasmo, a la vez que se presentaban ante una opinión engañada, desinformada y apática como los grandes salvadores de la patria que nos habían devuelto la democracia. El modelo de Estado, la Ley Electoral y la Carta Magna con la que los padres de la Transición engañaron a los españoles han sido un fraude democrático y una estafa sin precedentes a toda una nación. 




			Para comprender mejor lo que sucedió y por qué, refiero aquí un hecho del que fui testigo, y que resume a la perfección cómo aquellos insensatos tomaban decisiones trascendentales que afectaban al futuro de la nación a largo plazo en función exclusivamente de sus miserables intereses particulares a corto plazo. El País Vasco y Navarra mantenían un régimen fiscal nacido en las guerras carlistas, y pensado para una economía básicamente agraria. Al terminar la guerra civil, el general Franco, en base a las lealtades y deslealtades al alzamiento, suprimió los fueros en Guipúzcoa y Vizcaya y los mantuvo en Álava y Navarra. Se trataba de un anacronismo fiscal inaceptable en una sociedad moderna y democrática, y durante la Transición, el entonces ministro de Hacienda, Francisco Fernández Ordóñez, dentro de una ambiciosa reforma fiscal y dada la supuesta igualdad de todos los españoles, decidió suprimirlos definitivamente. 




			Sin embargo, los cabezas de lista de UCD por Guipúzcoa y Vizcaya, Marcelino Oreja y Rodríguez Sahagún, respectivamente, ambos pesos pesados en el partido, no sólo se opusieron tajantemente, sino que además exigieron que el régimen foral fuera restituido a las dos provincias por las que se presentaban, con el increíble argumento de que si no se hacía así, UCD perdería las elecciones en ellas. Fernández Ordóñez se negó en redondo, y entonces los dos barones de UCD recurrieron al presidente Suárez, quien ordenó a su ministro de Hacienda la restitución del régimen foral, haciendo oídos sordos a la fundada argumentación de que eso era un disparate y una injusticia histórica para el resto de España. Suárez y todos los barones insistieron y Fernández Ordóñez tuvo que claudicar, aunque ciertamente podía y debía haber dimitido. 




			Todos los errores y los vicios posibles en una sociedad: incompetencia,  egoísmos,  falta  de  sentido  de  Estado,  se  darían  profusamente durante la Transición, y su resultado sería un desastre sin precedentes, que en el mejor de los casos habrá sembrado el odio y el enfrentamiento entre las regiones españolas, hundido la economía y destruido los grandes logros sociales que tanto costó conseguir. Y en el peor, habrá destruido una de las naciones más antiguas de Europa. Alguien debería responder por ello. 




			



			 




			Mitos y mentiras de la Transición 




			



			 




			Engaño a todo un pueblo 




			La historia oficial ha construido una gigantesca farsa, un mito idílico sobre la Transición, que se mantiene porque así conviene a los grandes monopolistas del poder —la dictadura partitocrática corrupta— a la Monarquía frente a la que se ha hecho la vista gorda en numerosas cuestiones, a los grandes banqueros, medios de comunicación y empresarios. Éstos se han enriquecido hasta límites inimaginables en un corto período de tiempo, gracias al expolio de los españoles que el sistema nacido de la Transición permite. 




			La primera de las grandes mentiras del mito de la Transición es el «enorme logro» que supuso conseguir el cambio de la dictadura a la democracia. Aunque formalmente sea así, no tiene mérito alguno porque no fueron los «padres» de la Transición sino los franquistas quienes se lo entregaron, porque no podían hacer otra cosa, ya que el mantenimiento de una dictadura personal a la muerte de Franco, en medio del mundo desarrollado y democrático, era algo metafísicamente imposible, como lo ha sido el mantenimiento de las dictaduras comunistas del Este de Europa, incomparablemente más férreas y consolidadas, y que sin embargo no han tenido que hipotecar su futuro para dar ese paso. 




			Más aún, el propio Franco contaba con ello porque lo veía inevitable. Mas allá del retórico «atado y bien atado» y de las mentiras de  seudohistoriadores  izquierdistas  como  Paul  Preston,  el  propio Don Juan Carlos cuenta (¿y quién lo iba a saber mejor que él?) que, cuando le pidió consejo sobre cómo gobernar, la respuesta de Franco fue contundente e inequívoca: «En eso me es imposible aconsejarlo, usted es muy diferente a mí, pero, sobre todo, el mundo actual es muy diferente al que yo me encontré; actúe usted siempre como mejor crea para el bien de España.» La clase política franquista sabía que no tenía el menor poder real ni la menor posibilidad de mantener la situación, y por ello no opuso la menor resistencia al cambio. Los partidos comunistas y la nomenklatura de los países del Este, infinitamente más poderosos y organizados que los cuatro fascistas de opereta de nuestro país, también se dieron cuenta de que era imposible detener el curso de la Historia y se apuntarían al cambio. 




			Pero el asunto es más grave aún. Adolfo Suárez era perfecto conocedor de que el franquismo no se iba a oponer en absoluto a la democratización del país, por la simple y sencilla razón de que Franco así se lo había hecho saber personalmente. Se trató de una conversación  entre  Franco  y  Adolfo  Suárez,  que  entonces  era  secretario general del Movimiento, en los días postreros del régimen, y que Luis Herrero relata en uno de sus libros. En dicha conversación, Franco preguntó a Suárez: «¿Entonces cree usted que la democracia es inevitable?», a lo que Suárez respondió: «Así es, Excelencia, estoy absolutamente convencido de ello», y la respuesta de Franco, perfectamente  en  línea  con  su  conversación  con  Don  Juan  Carlos,  fue: «Bueno, pues qué le vamos a hacer, pero por lo menos tendrán que procurar que ganen los nuestros.»  




			Es decir, el general Franco tenía perfectamente asumido que la democracia era inevitable; no le gustaba, pero, como era una persona pragmática, pensaba que al menos había que intentar que fueran «los nuestros» quienes ganaran. Esta anécdota es absolutamente cierta. Fernando Abril me la relataría con otras palabras en los interminables paseos por su despacho de Castellana a las tres de la madrugada, hablando de la crisis del petróleo y de todo lo divino y lo humano, ya que Fernando tenía el horario de trabajo más endiablado que he conocido jamás, le gustaba hablar más que a nadie y era realmente muy ameno. 




			Suárez y su entorno inmediato sabían, igual que el Rey, que la democracia no sólo era inevitable, sino que no había otra opción, y que el franquismo, más allá de figuras aisladas como Blas Piñar o Utrera Molina, que no pintaban nada, no iba a resistirse al cambio. Por ello resulta absolutamente incomprensible que montaran la farsa de traer la democracia como si de un hecho épico se tratase, porque aunque no hubieran hecho nada, que es justo lo que habían hecho, absolutamente nada, la democracia habría llegado de todas formas. Lo que hicieron en realidad, fingiendo vencer mil y una dificultades para conseguirla, fue crear los mecanismos jurídicos necesarios para poder repartirse España. 




			Por otro lado, y eso no debemos olvidarlo, el franquismo jamás tuvo una oposición democrática, sólo la oposición de totalitarios y terroristas, es decir, del Partido Comunista y de ETA. Esta organización habría desaparecido sin la ayuda de la izquierda, que, con la mala conciencia de no haber hecho nada en cuarenta años, vio en los asesinos que la integraban una aureola romántica, que también vieron los nacionalistas vascos y parte de la iglesia vasca. Todos ellos dieron a tales criminales una gran fuerza y un protagonismo que ha culminado en su reciente legalización por parte de un indigno Tribunal Constitucional a las órdenes del Partido Socialista. La misma UCD, que aceptaba como dogma la superioridad moral de la izquierda, contemplaría sin mover un dedo el reforzamiento de la banda. 




			



			 




			Tres grandes patrañas: la reconciliación, la modernización y la separación de poderes 




			La segunda de las grandes mentiras fue el Pacto Constitucional que supuestamente lograba la reconciliación, la modernización de la nación  y  la  separación  de  poderes.  Nada  más  lejos  de  la  verdad.  La Constitución de 1978 fue, como veremos en el punto siguiente, una chapuza monumental, una Carta Magna con más agujeros que un queso emmental y en la que las cesiones de soberanía fueron casi ilimitadas, por la irresponsabilidad sin límites de los líderes de UCD, y por una falta total de sentido de Estado por parte del Partido Socialista, algo por otra parte consustancial a él. 




			Respecto a la reconciliación, ya había sido asumida de una manera natural antes de la Transición por la inmensa mayoría de la población.  Santiago  Carrillo,  presunto  responsable  de  la  mayor  masacre de la guerra civil con gran diferencia —casi cinco mil hombres, mujeres y niños fueron asesinados en Paracuellos y el cementerio de Aravaca, y no pocos enterrados vivos, frente a las 130 personas que morirían en el bombardeo de Guernica—, o Lluís Companys, un genocida  que  se  jactaba  de  haber  «exterminado  a  todos  los  curas, frailes y monjas de Cataluña», serían glorificados sin problemas. Más aún, el rector Ángel Gabilondo —quede su nombre para memoria y desprecio de los españoles de bien— invistió a Carrillo doctor honoris causa por la Universidad de Madrid, donde perpetró sus mayores fechorías.  Sólo  Zapatero  ha  pretendido  un  nuevo  enfrentamiento entre los españoles, con la mal llamada «memoria histórica». 




			En cuanto a la modernización de la nación, hay que señalar que la afirmación es simplemente una broma: la nación ya estaba modernizada, y lo que se hizo fue exactamente lo contrario, desindustrializarla con la llamada «reconversión industrial» realizada por Felipe González, y terciarizarla. Asimismo, se destruyeron la enseñanza pública y la universidad —la actual es infinitamente de peor calidad que durante el franquismo—, expulsando al profesorado más capacitado y sustituyéndolo por personas sin conocimientos y sin aptitud docente e investigadora, nombrados por amiguismo y credo político. 




			La división de poderes prácticamente ha desaparecido. Como afirmaría Alfonso Guerra, número dos del PSOE con Felipe González, «Montesquieu ha muerto» —si lo sabrá él, que ha sido uno de los principales responsables de tamaña tropelía—, y una democracia sin división de poderes no es una democracia, es una burla como la que estamos sufriendo todos los días. Y ésta es precisamente la tercera gran patraña, la afirmación de que dotaron a España de una democracia moderna y representativa de los intereses de los ciudadanos y de la nación. La Ley para la reforma política impuesta por Suárez por decreto ley fue el triunfo de la chapuza y del regate corto para soslayar la herencia política del régimen anterior, pero no introducía por sí misma un régimen democrático, enterrado por un sistema electoral manifiestamente antidemocrático, y por la decisión de financiar los partidos políticos con cargo al Estado. 




			



			 




			La casta política parasitaria 




			Lo primero que preocupaba a los nuevos padres de la Patria no era el futuro de España y de los españoles, sino cómo conseguir perpetuarse en el poder y cómo meter la mano en la caja impunemente, es decir, cómo llegar a ser la nueva casta política parasitaria creada por la Transición. El sistema electoral elegido, el sistema d’Hont, garantizaba un plus de representación a los partidos nacionales mayoritarios, algo que encantaba y encanta a la UCD y al PSOE, pero estos irresponsables no se dieron cuenta, y si lo hicieron fue una felonía, de que los partidos regionales o nacionalistas se beneficiaban desproporcionadamente de los votos obtenidos en sus feudos. El sistema electoral que nos sería impuesto es el sistema menos democrático de toda Europa. España carece de la principal seña de identidad de una democracia: la capacidad del pueblo de elegir a su gobierno y a la cámara legislativa sin listas impuestas por nadie. Somos el único país europeo donde no existe relación alguna entre los diputados electos y sus votantes: los ciudadanos no pueden elegir directamente a sus representantes, éstos dependen exclusivamente del partido que les nombra, y es al partido y sólo al partido ante quien deben responder. 




			Cuando el partido lo exija, votarán sin pestañear en contra del interés de sus votantes, de sus promesas electorales y de sus propias convicciones, algo que ha ocurrido con frecuencia en asuntos trascendentales, desde el Estatuto de Cataluña al expolio del Archivo Histórico  de  Salamanca,  pasando  por  los  planes  de  rescate  bancario, todo según lo que a la dirección del partido le parezca más conveniente en cada momento. Además, se trata de un sistema absolutamente antidemocrático por otra razón esencial. No cumple con la condición fundamental de toda democracia: un ciudadano, un voto. Aquí el voto de una persona puede valer hasta seis veces el voto de otra, en función de la circunscripción en que se encuentre, porque no existe una circunscripción única que garantice la igualdad, sino circunscripciones diferentes a efectos electorales. ¿Cabe acaso algo más antidemocrático y disparatado? 




			



			 




			La Constitución de 1978: la catástrofe de las autonomías 




			



			 




			Una Carta Magna con más agujeros que un queso emmental 




			Con estos mimbres, y como no podía ser de otra manera, la Constitución de 1978 fue el resultado de un simple intercambio de votos estratégicos entre los diferentes partidos, fruto de la cesión, el trapicheo, y los acuerdos secretos. Por ello no es de extrañar que tengamos una Carta Magna con más agujeros que un queso emmental, llena de disparates, contradicciones y ambigüedades en las cuestiones esenciales, pero, ante todo y sobre todo, un texto en el que, con una irresponsabilidad suicida, se sientan las bases de la destrucción de la nación. 




			La Constitución de 1978 ha destruido la unidad administrativa, ha destruido la unidad de mercado, ha destruido todas las referencias éticas y morales, y ha destruido el sentimiento patriótico de España. Se puede ser patriota catalán y se aplaude, se puede ser patriota vasco y se aplaude, pero no se puede ser patriota español, eso es puro fascismo para la izquierda y sus palmeros, y no se atreven a definirse como tales los acomplejados de la derecha. «No hay nada que más me fastidie que un patriota español», me diría el exministro socialista Carlos Solchaga en un debate en CNN+ hace algunos años, y eso que Solchaga presume de «españolista». Le contesté que me parecía un insulto a los españoles, y que si de verdad lo pensaba, que renunciara a la nacionalidad. Los autores visibles de este despropósito fueron siete, queden sus nombres para conocimiento de todos los españoles actuales y futuros. 




			

			 


				
Gabriel Cisneros (UCD) 
Miguel Herrero de Miñón (UCD) 
José Pedro Pérez-Llorca (UCD) 
Gregorio Peces Barba (PSOE) 
Miquel Roca (Pacto Democrático por Cataluña) 
Jordi Solé Tura (Partido Comunista de España) 
Manuel Fraga (AP) 




			



			 




			Pero estas siete personas eran sólo los portavoces, los «chicos de los recados» sin fuerza real para cambiar nada importante. Los verdaderos artífices fueron sus jefes políticos, Suárez por un lado y González por otro, y más directamente sus respectivas manos derechas, Fernando  Abril  y  Alfonso  Guerra,  que  todo  lo  discutían  y  todo  lo pactaban en forma secreta completamente al margen de los ciudadanos, a los que no se consideraba dignos de saber cómo se estaba decidiendo su destino. 




			La Constitución fue aprobada en el Congreso, ¿cómo no, si el conjunto de congresistas eran un rebaño de paniaguados nombrados a dedo?, pero el Senado, donde existían numerosas personas de prestigio nombradas de forma independiente, no aceptó el texto, por lo que finalmente tuvo que ser retocado en una Comisión mixta Congreso-Senado creada al efecto, donde el mercadeo, la componenda y las presiones alcanzaron cotas nunca vistas. El resultado fue el engendro que denominamos «Constitución española», una Carta Magna que jamás ha sido utilizada para unir y construir sino sólo para desunir y destruir. 




			Ya no se trata sólo de que el texto constitucional sea entre ambiguo e infumable en muchos aspectos esenciales, sino que además, en las cuestiones más claras, perfectamente lógicas y aceptables por todos, la realidad posterior se ha concretado en sentido absolutamente contrario al mandato constitucional, de forma que la Constitución se ha convertido en la práctica en mero papel mojado, pues además las altas instancias jurídicas que deben interpretarlo han sido nombradas por el poder político, y no pueden hacer otra cosa que plegarse a los deseos y caprichos. La fórmula de jurar o prometer, impuesta a los altos cargos de la nación («cumplir y hacer cumplir la Constitución»), es una burla y una befa hacia los españoles. Veamos algunos ejemplos de incumplimientos sangrantes en temas esenciales: 
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			Para tratar de controlar todos los despropósitos, de los que sus autores eran perfectamente conscientes, se reservaron para las Cortes y el Gobierno dos instrumentos de armonización y control: la ley de bases y la alta inspección. Pero para no molestar a los nacionalistas-separatistas catalanes y vascos, ni se ha legislado lo necesario, ni cuando se ha hecho se ha inspeccionado su cumplimiento; de hecho, la inspección ha desaparecido. El articulado social del que comunistas y socialistas se enorgullecieron, como el que todos tengamos derecho a una vivienda digna, a un empleo o a una pensión decente, ha quedado en una broma siniestra. Y así mil y un incumplimientos, que convierten la Carta Magna en una estafa pura y dura a los españoles. Lógicamente, la evolución hasta la situación terminal que vivimos en la actualidad fue gradual. La catástrofe autonómica fue creciendo paso a paso, el control político del poder judicial y de las instituciones se desarrolló en varias etapas; la conversión de la Carta Magna en papel mojado, del que ya nadie respeta nada con total naturalidad e impunidad, también. 




			En definitiva, las decisiones tomadas por los padres de la patria durante la Transición, que nos fueron impuestas mediante el engaño, el miedo y la propaganda masiva, constituyen en su conjunto un auténtico desastre nacional, y conducen inequívocamente, a no ser que se produzca un giro de ciento ochenta grados, a la ruina y la destrucción de la nación española. 




			



			 




			La catástrofe de las autonomías 




			Pero sería en las autonomías y en las corporaciones locales donde los padres de la Transición encontrarían el inagotable pesebre para la nueva casta política parasitaria creada por ellos. Diecisiete reinos de taifas,  varios  de  ellos  obsesionados  por  constituirse  como  nación, con sus Parlamentos, sus instituciones, sus coches oficiales, sus televisiones y sus miles de empresas públicas, donde colocar a decenas de miles de familiares sin ningún tipo de control, donde gastar también sin control alguno. Era la desvertebración de España: diecisiete sistemas sanitarios diferentes que han acabado por no poderse financiar, diecisiete sistemas educativos contradictorios y a cual peor, en muchos de los cuales hasta se niega la propia realidad de España como nación, peleas entre regiones, donde se blindan privilegios, prebendas y hasta los ríos. ¿Cuántos centenares de miles de cargos públicos perfectamente inútiles? ¿Cuántas decenas de miles de miles de millones de euros despilfarrados, saqueados, expoliados? Esto fue lo que hicieron los padres de la Transición. 




			Pero, lo que es aún peor, han estado centrifugando España, destruyendo la idea de nación. «España ya es marginal en Cataluña», diría Maragall, socialista de toda la vida, y muchos se lo tomaron a broma, pero era en serio. Proclamas de identidad nacionalista, que nada tienen que ver ni con la realidad histórica ni con las verdaderas necesidades de los ciudadanos. La unidad de la lengua, un patrimonio histórico que se ha forjado a lo largo de siglos, y que el invento de estos miserables destruiría en muchas regiones, un invento que ha venido siendo fuente de todo tipo de corrupciones, de desmesura en el gasto, del amiguismo y del nepotismo. 




			A esto se suma el asunto de los ayuntamientos democráticos, ya que en lugar de optar por la elección directa de alcaldes, como en el resto de las democracias, y mantener las instituciones locales como ámbitos de gestión, se optó por la orgía partidista, por los políticos de turno con su legión de enchufados, de forma que donde había diez funcionarios pusieron a cien. 




			Sorprendentemente —o tal vez no, porque la capacidad de los políticos para afirmar que lo negro es blanco o que los burros vuelan es ilimitada—, muchos «padres» de la Transición continúan resaltando sin que les tiemblen el pulso ni la voz lo magnífico de su actuación. Uno de ellos resumió recientemente así en un diario nacional su punto de vista: «Aquellos a los que el tiempo nos encontró trabajando ilusionada y sufridamente —el sufrimiento y el trabajo de estas pobres gentes fue realmente inenarrable, yo estaba allí y vi en primera persona cómo sufrían para arreglar España tomándose una cerveza con gambas— para que la España del posfranquismo consiguiera ser lo que los padres del 98 habían predicado y nunca desde entonces conseguido: un país democrático, moderno y próspero.» 




			Hay que tener una cara dura fuera de lo común para calificar de moderna la fragmentación de una de las naciones más antiguas de Europa en diecisiete regiones, absolutamente injustificadas e innecesarias, con la única finalidad de repartirse España y expoliar impunemente a los españoles. Y para poder expoliar y despilfarrar a placer, el antiguo cuerpo de interventores locales sería disuelto «por ser una reminiscencia del franquismo», y éste es un asunto central: ¿es que a estos irresponsables que siguen contando mentiras en todos los medios les parece democrático, moderno y europeo desmantelar el principal sistema de control del gasto autonómico y local? No sé cómo no se les cae la cara de vergüenza. Cómo pueden hablar de prosperidad, cuando estos ineptos detendrían en seco el formidable crecimiento de los quince años anteriores y llevarían el país a la ruina, de la que tendría que sacarnos Fuentes Quintana con los Pactos de la Moncloa. Pero además el daño sería permanente: jamás llegaríamos al nivel de convergencia con la UE-9, la Europa rica, alcanzado en 1975. Y en cuanto a «país democrático», llamar democracia a la dictadura partitocrática implantada es un insulto más a los españoles. 




			«Los  españoles  estuvieron  a  la  altura  de  las  circunstancias  y aprovechando un conjunto de felices circunstancias —entre las que siempre habrá que poner de protagonistas al Rey Juan Carlos I y al presidente del Gobierno Adolfo Suárez— lograron que la regeneración no fuera sólo una reclamación poética sino además y sobre todo una realidad popular y nacional, de la que la Constitución del 78 es testigo y horma.»3 Los españoles no estuvieron a la altura de nada, se comportaron como un rebaño de borregos, que fueron a donde sus «pastores», la nueva casta política parasitaria y los medios para quienes la libertad iniciaría un negocio y una capacidad de influir y chantajaer con el que jamás habían soñado, les dijeron, y votaron lo que les dijeron. Y que la Constitución del 78, una chapuza de aluvión, pero sobre todo que es papel mojado, porque su articulado se incumple masivamente y no pasa nada, sea horma de algo, resulta simplemente ridículo. 




			



			 




			«Si fueran hombres, los responsables de este desastre se habrían pegado  un tiro» 




			Y ahora resulta que los que vemos que el Rey está desnudo, y tenemos la osadía de decirlo, somos «aprovechadores de la confusión, que se lanzan a diversas enmiendas a la totalidad», y sólo hay una cosa que hacer «sin renunciar al regeneracionismo que tan buenos resultados nos dio a partir de 1975: hacer que la Constitución se cumpla».4 Pero si la Transición ha dado excelentes resultados, ¿dónde están? ¿En el modelo de Estado que nos llevaría a la ruina?, ¿en la fragmentación arbitraria de esta gran nación?, ¿en la mayor corrupción institucional y personal de nuestra historia propiciada por las reglas de juego de la Transición?, ¿en la distribución más injusta de la renta y la riqueza conocida jamás y propiciada también por las reglas de la Transición? Porque todo esto no ha sucedido porque se han utilizado perversamente las sabias disposiciones de los padres regeneracionistas, por la «gratuita vesania del Gobierno socialista en los últimos siete años»,5 que por supuesto también. No, todo estaba escrito en el disparatado guión inicial, y otro resultado distinto al desastre económico y político era imposible. Es verdad que Zapatero lo ha acelerado y agudizado, pero hubiera sucedido igualmente sin él. 




			Creo que los padres de la Transición merecen el juicio más severo de los españoles y de la historia. Lo que han hecho a este país, tirando por la borda la mejor ocasión que hemos tenido de democratizar y modernizar esta gran nación, por su incompetencia, por su egoísmo y por su falta de sentido de Estado, simplemente no tiene perdón de Dios. No sé cómo tienen la desvergüenza de seguir defendiendo lo indefendible. La mejor definición de lo que deberían hacer me la daría una noche en una cena mi gran amigo Camilo José Cela: «En España ya no quedan ni vergüenza ni hombres; si los hubiera, los responsables de este desastre se habrían pegado un tiro.» 




			



			 




			El hundimiento económico: los Pactos de la Moncloa 




			



			 




			Ningún economista ni persona informada puede dudar que el equipo que dirigió la economía española desde el Plan de Estabilización en 1959 hasta la muerte de Carrero Blanco en 1972 fue el mejor que hemos  tenido  nunca.  Este  grupo  de  personas,  en  sólo  doce  años, conseguiría convertir un país atrasado y tercermundista en un país industrial y desarrollado. El año 1975 supondría el fin del mayor proceso de crecimiento de toda nuestra historia. Durante el mismo, el PIB había sido multiplicado por tres, la renta per cápita había pasado de 3.000 a 10.000 dólares, pero lo más relevante fue el grado de convergencia con los nueve países de la entonces CEE, que alcanzaría el máximo de todos los tiempos. La primera crisis del petróleo, pero sobre todo la incompetencia absoluta de los gobiernos de UCD para enfrentarse con la misma, pondría fin bruscamente a este período de crecimiento. 




			



			 




			Convergencia real: treinta y seis años perdidos 




			Desde la muerte de Franco, España ha padecido un proceso de divergencia real respecto a la media europea. Por supuesto, la renta española ha aumentado, pero menos que la de los países de nuestro entorno. Desde el punto de vista económico, han sido treinta y seis años perdidos en el proceso de nuestro acercamiento a la Europa más rica. Esto es un hecho esencial e incontrovertible para juzgar los treinta y seis años de partitocracia antidemocrática y corrupta que nos impusieron los padres de la Transición, y que la inmensa mayoría de los ciudadanos desconoce, entre otras razones, porque la casta política parasitaria ha hecho todo lo que ha estado en su mano para ocultarlo. 




			Sin embargo esto no es un juicio de valor, es un hecho perfectamente cuantificable y en consecuencia incontrovertible. En 1993, Enrique Fuentes Quintana presentó en la Academia de Ciencias Sociales y Políticas un importante informe sobre la convergencia real de España con Europa, fundado en las estadísticas facilitadas en Bruselas por la agencia oficial Eurostat. Las cifras eran las siguientes: en 1959 el PIB por habitante español sólo era del 56 por ciento comunitario —de los nueve países miembros iniciales— mientras que en 1975 ese porcentaje se había elevado al 79,2 —al 81,4 según FUNCAS—, en una carrera de crecimiento económico sin paralelo en el continente. Se trataba del llamado «milagro español», algo de lo que la nueva casta política parasitaria ha decidido no hablar. Era una cifra de convergencia, que el desastre político y económico de la Transición hundiría hasta el 70,8 por ciento en sus diez primeros años, y que cuantificaría el desplome de la convergencia real con centristas y socialistas. 




			El cálculo a día de hoy, basado también en las cifras de Eurostat y los mismos nueve países iniciales, y no en los cálculos tramposos con la UE-15 y la UE-27 que utiliza la casta política, es que treinta y un años después, en 2006, el año de máxima convergencia posterior, no había podido ser superado, pues esta cifra era entonces sólo del 77,4 por ciento, cuatro puntos por debajo de la conseguida en 1975, para descender en 2010 hasta el 75,4 por ciento. 




			Alguien puede objetar que ahora tenemos más de todo que en 1975, y efectivamente es así, pero lo relevante no es si se tiene más de todo, algo obvio ya que en todo el mundo desde Europa a Asia, pasando por África y por América, también se vive mejor. La cuestión es si la renta ha aumentado más o menos que la de los demás. La respuesta es que ha crecido menos que la de los países de nuestro entorno, por lo que en términos relativos —que es como se mide la eficacia de una determinada política— la situación ha empeorado. 




			Otro  parámetro  económico  esencial,  porque  como  veremos está llevando a España a la ruina, es la deuda pública. A la muerte de Franco, la deuda pública española representaba el 12,8 por ciento del  PIB,  cifra  que  los  gobiernos  posteriores  elevarían  hasta  casi  el ciento por ciento del PIB en 2011, es decir, la multiplicaron por 8, convirtiendo a España en uno de los países más endeudados de Europa. Pero hubo muchas más cosas, de las que quisiera cuantificar dos hechos relacionados. El primero es el océano de injusticia en el reparto de la renta y la riqueza creadas. En 1975, el 56 por ciento del PIB correspondía a las rentas salariales, frente al 47,9 por ciento en 2010, y una estimación del 47 por ciento para 2011, es decir, que los empresarios se han apropiado del incremento total de la productividad. Este hecho nos convierte en el país de la UE con mayor grado de iniquidad distributiva. 




			El segundo es que España e Irlanda tenían en 1975 la misma renta per cápita, 10.000 euros. Treinta y seis años después, Irlanda, incluso después de su tremenda crisis, tiene un 30 por ciento más que España. Las razones son la mala gestión económica y el desastre del Estado de las Autonomías, cuatro veces más caro que uno centralizado, y fuente del mayor grado de despilfarro y corrupción de toda la Historia de España. Somos más ricos en cifras absolutas, por supuesto, pues todo el mundo ha crecido, pero ni de lejos lo que debiéramos haber crecido. 




			



			 




			La incompetencia de los padres de la Transición nos lleva al hundimiento 




			Parte del problema del hundimiento de nuestra economía durante la Transición fue la primera fase de la crisis petrolera de 1973-1974, pero esto es sólo la parte menor y la excusa habitual de los culpables. El resto del mundo sufriría la misma crisis y, exactamente como ocurre ahora, saldrían rápidamente de ella mientras que España seguiría cayendo. La segunda fase, 1978-1980, nos daría la puntilla, pues prolongaría la crisis durante diez años porque el principal problema fue la desastrosa gestión económica. Primero, y de nuevo igual que durante la crisis actual, el Gobierno no adoptó una política restrictiva, como en el resto del mundo industrializado, pensando ingenuamente que la crisis sería breve y, en consecuencia, no valía la pena hacer sacrificios, pues cuando los demás países salieran de ella, nos arrastrarían a nosotros también pero sin haber realizado sacrificio alguno. Así, mientras en el resto del mundo las subidas del petróleo se trasladaron de inmediato al consumidor, en España los precios al público se mantuvieron artificialmente bajos, utilizando para ello el mecanismo de la Renta de Petróleos, con la realización de una política de gasto expansiva. 




			Los costes laborales experimentaron fuertes subidas para evitar un  enfrentamiento  con  los  entonces  todopoderosos  sindicatos.  Se trataba de incrementos normales del IPC en más de dos o tres puntos. Este incremento de costes arruinaría la competitividad y llevaría a muchos sectores a una situación crítica. UGT y CC. OO., con una irresponsabilidad suicida, consiguieron eliminar todas las desventajas de la legislación laboral del franquismo —los trabajadores no podían ir a la huelga pero a cambio no podían ser despedidos— y mantener todas las ventajas, particularmente todas las rigideces laborales. Así, mientras en el resto del mundo industrializado la contracción de la demanda y la mejora de la productividad se hicieron a base de un ajuste temporal de plantillas, en España, como eso era imposible, la única alternativa era el cierre de la empresa. 




			En cifras absolutas, el colapso económico fue tal que de un crecimiento del 7,5 por ciento en el período de 1960-1975, pasaríamos al 0,8 por ciento en 1975-1985; el paro, del 6 por ciento en 1974 al 36 por ciento en 1977; la inflación, del 7 por ciento al 44 por ciento a mediados de 1977, y la deuda externa superaría en tres veces las reservas del Banco de España. En sólo dos años, la incompetencia de los padres de la Transición colocarían a España al borde del colapso. En estas condiciones, la situación económica se hizo insostenible, tanto que de golpe y porrazo las nuevas fuerzas políticas dedicadas a medrar y a repartirse España se dieron cuenta de la necesidad de un gran Pacto de Estado para evitar el colapso. Finalmente, Suárez y el resto de fuerzas políticas tuvieron el buen sentido de confiar el arreglo de la situación al mejor economista existente en aquellos momentos: Enrique Fuentes Quintana. El profesor Fuentes redactó un documento que contenía por un lado las medidas más urgentes e inaplazables contra la inflación y el desequilibrio exterior y, por otro, todo un paquete de reformas estructurales, para garantizar un crecimiento sostenible y equilibrado a largo plazo. 




			Entre agosto y septiembre de 1977, Fuentes Quintana discute con los sindicatos y con el Gobierno un borrador con las medidas necesarias, y a principios de octubre presenta el documento final, al que Felipe González tendría la miseria moral de denominar «resumen de trabajo» para quitar importancia y trascendencia a un paquete de medidas formidable que evitaría nuestra ruina. El 25 de ese mes el paquete de medidas, conocido como «Pactos de la Moncloa», fue aprobado y rubricado por los principales responsables políticos. Las medidas a corto plazo, política monetaria restrictiva para frenar la inflación, política presupuestaria para reducir el déficit público, fijación de un tipo de cambio realista para reducir el déficit exterior y fijación de las subidas salariales en función de la inflación prevista y no de la pasada, tendrían un éxito espectacular. La inflación acabaría el año en el 26 por ciento, frente al 80 por ciento previsto, y en el 16 por ciento en 1978. Además hay que añadir que, se duplicaron las reservas de divisas. 




			Sin embargo, las reformas estructurales serían otra historia. La frivolidad, por decirlo suavemente, de los grandes barones de UCD, Garrigues Walker, Oliart, Jiménez de Parga y Sánchez de León, paralizó la puesta en marcha de las mismas, ante la indiferencia de socialistas y comunistas, que probablemente ni entendían de qué se trataba. La gota que colmó el vaso fue la negativa de Alberto Oliart de aceptar la nacionalización de la red de alta tensión, una reforma que el que esto escribe había realizado en un nuevo Plan Energético Nacional encargado por Fuentes Quintana para conseguir reducir los precios de la energía, medida crucial para la reducción de los costes de la electricidad. Oliart, siempre en defensa de los poderosos, quienesquiera que sean —como presidente de RTVE respaldado por el Rey, se pondría al servicio incondicional de Zapatero— apoyó la negativa de UNESA, la patronal eléctrica, que a pesar de saberla imprescindible se negaba a ella por temor a que fuera el inicio de nuevas nacionalizaciones, un temor tan infundado como estúpido. Fuentes Quintana, que sentía un profundo desprecio profesional y personal por Oliart, lo consideró intolerable, y al no tener un apoyo decidido de Suárez frente a sus barones para sacar adelante las reformas, presentó la dimisión. El resultado de los pactos fue evitar el desastre inmediato, pero, en contra de lo pretendido por Fuentes Quintana, las reformas estructurales no se realizarían, y hoy, más de treinta años después, continúan sin acometerse. 




			



			 




			El negocio de la libertad 




			



			 




			Con este sugestivo título, que resume perfectamente el gran fraude de la Transición, el periodista Jesús Cacho describió en el año 2000 cómo se había prostituido la supuesta recuperación de la libertad. Se trataba de un relato centrado en cómo la Transición dio lugar a la instalación de otro régimen conformado por una casta política antidemocrática y rapaz, en perfecta simbiosis con la oligarquía empresarial y financiera y la propia Corona. 




			«Convéncete, Jesús», había manifestado José María Aznar a Jesús Polanco, el todopoderoso «mogul» mediático a la cabeza del grupo PRISA y niño mimado de Felipe González, tras perder las elecciones de 1993, «los ricos madrileños no me apoyan porque saben que conmigo les iría bastante peor que con Felipe....». Tras la victoria de 1996, Aznar se vio obligado a suscribir un «Pacto de Investidura» para formar un gobierno que significaba en esencia la renuncia al compromiso de regeneración democrática, porque era obvio ya que el régimen impuesto por los padres de la Transición no era una democracia real, compromiso que le había permitido ganar las elecciones. 




			Porque  ese  compromiso  de  regeneración  suponía  un  peligro mortal para las élites que a la muerte de Franco se habían repartido España: banqueros, grandes fortunas, la Corona, la nueva casta política parasitaria y, naturalmente, el único poder fáctico real existente en ese momento: el grupo PRISA de Jesús Polanco. ¿Accedería el primer Gobierno de la derecha democrática española a cortar por lo sano, levantando las alfombras y abordando el saneamiento radical de las instituciones completamente corrompidas por la Transición? Ciertamente no: toda la casta política, desde socialistas a nacionalistas, pasando por la propia derecha firmemente asentada en el gobierno de Aznar, y todos los poderes fácticos estaban en contra. 




			Todas las promesas de regeneración de la vida pública se irían al garete. Por ejemplo, los papeles del CESID que iban a ser entregados a los jueces, lo que hubiera comprometido seriamente a Felipe González, quedarían bajo secreto, después de que el expresidente buscara y consiguiera la intermediación del Rey. «Existen afirmaciones del diputado Pablo Castellano según las cuales existe un pacto, que podría llamarse de Marivent —la residencia oficial del Rey en Mallorca— entre Felipe González y José María Aznar, para evitar a todo trance contrariedades procesales al expresidente del Gobierno.» González llegaría a «amenazar» a través de El País con desvelar que el monarca estaba al corriente de las actividades de los GAL por medio de los despachos habituales, «una amenaza que, caso de concretarse, se habría llevado por delante el modelo de poder surgido tras la muerte de Franco, esa pirámide en cuyo vértice institucional está la monarquía juancarlista, con la nueva casta política y mediática alrededor, y todo ello con el apoyo de las grandes fortunas del país». 




			En esa época tuve una experiencia personal que me abriría los ojos y me haría abandonar mi ingenuidad. En el año 1979, y como consecuencia de la toma del poder en Irán por el ayatolá Jomeini, se desencadenaría una segunda crisis del petróleo en la que nuestros suministros petroleros volvieron a estar amenazados. Como consejero delegado de CAMPSA, el problema de los suministros me afectaba de lleno, y las reuniones con el vicepresidente Fernando Abril y mi amigo Paco Fernández Ordóñez, de quien dependía el Monopolio de Petróleos, eran continuas para tratar de evitar un desabastecimiento. Así las cosas, un día me llamó por teléfono un viejo conocido, Fernando Schwartz, un diplomático de carrera que a la sazón era embajador de España en Kuwait. Fernando me informó de que tenía unas excelentes relaciones con la familia al-Sabah, familia que reina y gobierna en el país, y que creía poder conseguir los suministros adicionales de petróleo para España. 




			Era justo lo que necesitábamos, así que volé a Kuwait, donde Fernando, que no había exagerado nada sus contactos, me presentó a los responsables de la empresa nacional de petróleos, con quienes contraté un primer cargamento y la posibilidad de varios más. Volví a Madrid entusiasmado y convencido de que tanto Paco, que además era mi jefe, como Fernando Abril iban a quedarse encantados con mi gestión. 




			Efectivamente, al llegar tenía varias llamadas de Paco. «Ya está —pensé—,  Fernando  Schwartz  debe  de  haberle  informado,  y  me llama para felicitarme», porque en aquellos días nuestra situación era tremendamente precaria. Me citó al día siguiente y, al entrar en su despacho de la calle de Alcalá, Paco se puso en pie, levantó los brazos al cielo y me dijo: 




			—La que has liado, Roberto, me vas a buscar la ruina. Me quedé atónito.  




			—Pero ¿qué he liado? —pregunté. 




			—Pero ¿cómo se te ocurre ir a Kuwait y contratar un cargamento de petróleo por tu cuenta? —me dijo. 




			—¿Cómo que por qué?, pues porque Fernando Abril y tú me habéis encargado solucionar el problema de abastecimiento y eso es exactamente lo que he hecho. 




			—Sí, pero no en Kuwait, ni en los emiratos del Golfo, ni en Arabia Saudí. 




			—¿ Y adónde queréis que vaya si no?, ¿a comprárselos a Jomeini? 




			—Mira —me respondió— ha estado aquí Manolo Prado y me ha montado un pollo que no te puedes ni imaginar; me ha dicho que esos países son suyos exclusivamente y nadie más que él puede negociar ni un barril, así que ni se te ocurra volver a hacer nada parecido? 




			Mi sorpresa se cambió en ira, así que con la confianza que me permitía y el cariño que siempre tuve por Paco, le dije: 




			—No tengo ni idea de quién es ese tío, pero, para empezar, si yo estuviera en este ilustre despacho y alguien viniera gritándome, le hubiera tirado por el balcón, y además el responsable de garantizar los suministros soy yo, y no ningún Manolo. 




			Entonces el que se quedó atónito fue Paco.  




			—Pero, vamos a ver, Roberto, ¿tú en qué mundo vives?, ¿es que no sabes a quién representa Manolo Prado? 




			Realmente no lo sabía, y resultaba que la altísima instancia a la que representaba, o decía representar, tenía el monopolio de nuestros suministros durante la crisis. 




			Ésta era la España moderna y democrática que nos habían traído. Y por cierto, nadie hablaba de precios. En aquellos momentos el Monopolio de Petróleos pagaba por el crudo lo que costara, sin entrar en más averiguaciones, ni caer en la ordinariez de comentar que se podía comprar más barato, particularmente si lo había comprado el tal Prado. Eso hubiera sido completamente antidemocrático, en realidad puro fascismo. Desde la Transición, la Monarquía ha roto sus relaciones con la aristocracia, que en su mayor parte ya no tiene un duro, pero la ha sustituido por empresarios, banqueros y las élites económicas en general, exactamente igual por otra parte que la casta política parasitaria. Unas élites que con la excepción de Amancio Ortega de Inditex, Juan Roig de Mercadona y media docena más, se han enriquecido en forma inimaginable, no gracias a su trabajo o a su creatividad, sino gracias a la especulación y al pelotazo posibilitado por el poder y el modelo de Estado creado por los padres de la Transición. El gran negocio de la libertad. 




			



			 




			La reimplantación del cupo vasco-navarro: un expolio  inaceptable 




			



			 




			Otro de los disparates estructurales cometidos por la irresponsabilidad, el cortoplacismo y la absoluta falta de sentido de Estado de la mayoría de los líderes de UCD fue, como ya he explicado anteriormente, la reimplantación del cupo vasco-navarro, una reliquia del siglo XIX que tenía sentido en una economía rural casi de subsistencia, pero que resulta absolutamente injustificada e inaceptable en una sociedad moderna. No hay ni que decir que nada parecido al cupo vasco-navarro existe hoy en las democracias occidentales. 




			



			 




			¿Qué es el cupo vasco-navarro? 




			El cupo significa que el País Vasco y Navarra gestionan su Hacienda como Estados soberanos, lo que no ocurre en ningún otro lugar del planeta, y pagan una cantidad ridícula al Estado por los servicios que éste les presta. Pero además, como sus empresas venden casi el 80 por ciento de sus productos y servicios en el resto del país e ingresan los correspondientes impuestos en las Diputaciones forales, la situación es infinitamente mejor que la de un Estado soberano, y se asemeja a la de una metrópoli con sus colonias en el siglo XIX. Se trata de un privilegio tan descomunal que les permite ganar dos puestos en renta per cápita relativa, a costa del resto de las regiones españolas. 




			El cálculo del cupo se ha hecho siempre rindiéndose a las exigencias maximalistas e insaciables de los separatistas del PNV. No voy a entrar en la historia de estos chantajes, porque tampoco tiene mayor interés, sólo hay que mencionar el del año 2002, en el que, mediante una serie de cálculos tramposos, que ha descrito muy bien Mikel Buesa en varios artículos, y que Rato se tragó, el cupo se redujo a 1.035 millones, en lugar de los 2.000 millones que habrían correspondido. Pero lo relevante no son estos detalles, sino la cuantificación del expolio, es decir, ¿qué ocurriría si el País Vasco y Navarra estuvieran sometidos al régimen fiscal común? 




			



			 




			La solidaridad invertida o el derecho al saqueo del resto de España 




			El PIB del País Vasco es el 6,3 por ciento del nacional, y el de Navarra el 1,7 por ciento, en consecuencia la contribución a los ingresos no financieros del Estado en 2010 debería haber sido de 11.600 millones de euros el País Vasco y de 3.150 millones Navarra. En realidad, el País Vasco contribuyó con una cantidad neta de 906 millones y Navarra con 508. Y a pesar de que son dos de las regiones más ricas, y de que venden en el resto del país el grueso de sus productos y servicios, no aportan ni un céntimo a los Fondos de Suficiencia y de Compensación, destinados a corregir los desequilibrios económicos interterritoriales. Nos encontramos así en un proceso de solidaridad invertida por el cual las regiones pobres resultan expoliadas para que las ricas sean todavía más ricas. 




			Siguiendo con la cuantificación, hay toda una serie de gastos y servicios que son financiados por los gobiernos vasco y navarro, y que en caso de funcionar en el régimen común tendrían que ser financiados por el Estado, por lo que esas cantidades deben ser deducidas. A la vista de los Presupuestos de 2010 de ambas comunidades, y suponiendo unos sueldos de los funcionarios forales iguales a la media nacional y no un 40 por ciento superiores, estas cantidades pueden estimarse en 3.400 millones de euros para el País Vasco y en 900 para Navarra. Por tanto, si se rigieran por el régimen común, la aportación en 2010 del País Vasco debería haber sido de 8.200 millones de euros, y la de Navarra de 2.250 millones. La diferencia con lo que en realidad aportarán es pura y simplemente un expolio al resto de las regiones españolas, en concreto, el País Vasco debería aportar 9,1 veces más si se rigiera por el régimen fiscal común, y Navarra 4,5 veces más. Se trata de un expolio conjunto al resto de regiones de 9.000 millones de euros anuales. 




			Estas  cifras,  espeluznantes,  no  incluyen  el  efecto  fiscal  de  las empresas forales con actividades en toda España. Me refiero al destino final de los impuestos originados en sus operaciones fuera de los territorios forales. El problema no debería existir si, como es preceptivo, los impuestos se ingresaran proporcionalmente al lugar en el que se generan, pero muchos fiscalistas señalan que aunque esto es lo que sucede con las grandes, no ocurre lo mismo con los cientos o miles de empresas medianas y pequeñas, que ingresan sus impuestos que corresponden a actividades en otras regiones en las Diputaciones Forales, a falta de un control riguroso porque ello sería una «ofensa» para las Diputaciones. Se trata de un dinero que les permite rebajar el Impuesto de Sociedades a estas mismas empresas, disfrutando así de una competencia desleal en relación con las del resto del país, y además ¡con nuestro dinero! Por ejemplo, según apareció en los medios, la compra de Scottish Power por Iberdrola añadía a las arcas forales 100 millones de euros al año, ¿y al Estado le ha correspondido algo? 




			Bien, y así las cosas, Zapatero blindaría en 2010, en otra de sus varias felonías, este increíble expolio. Como tanto Zapatero como los separatistas se fuman un puro con la Constitución y con el Estado de Derecho, decidieron porque sí que las normas forales del País Vasco adquiriesen rango de ley, algo abiertamente anticonstitucional. Es decir, ahora no sólo se llevan el dinero, además legislan con validez en toda España, lo que produce una indefensión jurídica total del resto de las regiones, que tendrán que competir con las reducciones de impuestos de las sociedades forales en todo el país, aunque lógicamente las más afectadas son las limítrofes: Cantabria, Castilla y León, La Rioja, y también Aragón, que se enfrentan así a un doble problema, la competencia desleal con las empresas forales en el mercado y la deslocalización, ya que muchas empresas preferirán instalarse en el País Vasco, disfrutar de las reducciones de impuestos, y así competir mejor en el resto de España. Zapatero traicionaba una vez más a la mayoría de las regiones españolas por un puñado de votos. Recientemente, la UE ha declarado ilegales las «vacaciones fiscales» vascas, pero de momento, con la complicidad de Zapatero, todo sigue igual. 
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